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Juicio de Amparo 1674/2023

En seis de febrero de dos mil veinticuatro, el Secretario 
Aldo Salazar Villanueva, da cuenta al Juez Salvador Flores 
Martínez, con la promoción registrada con el folio 1597. Conste.

Cuernavaca, Morelos, seis de febrero de dos mil 
veinticuatro.

Visto lo de cuenta, agréguese a los autos el escrito de ***** 

**  ******  ******, Secretaria Técnica de Combate a la 
Tortura, Tratos Crueles e Inhumanos de la Dirección General 
del Instituto Federal de Defensoría Pública y defensora de las 
diversas quejosas, por medio del cual desahoga la prevención 

formulada en proveído de cuatro de diciembre de dos mil 

veintitrés, la cual subsistió en auto de veinticinco de enero de dos 

mil veinticuatro.

DESECHAMIENTO

El artículo 1121 de la Ley de Amparo, obliga a los órganos 

jurisdiccionales en la materia a proveer dentro del plazo de 

veinticuatro horas a partir de la presentación de la demanda a: 

admitirla, prevenirla o en su caso, desecharla.

Por su parte, el diverso artículo 113 de la ley de la materia 

faculta a los jueces de amparo a analizar la demanda de amparo y 

de advertir una causa de improcedencia notoria y manifiesta a 

desecharla de plano.

Como se advierte de la transcripción siguiente:

“Artículo 113. El órgano jurisdiccional que conozca del 
juicio de amparo indirecto examinará el escrito de 
demanda y si existiera causa manifiesta e indudable de 
improcedencia la desechará de plano.”

1 Artículo 112. Dentro del plazo de veinticuatro horas contado desde que la demanda 
fue presentada, o en su caso turnada, el órgano jurisdiccional deberá resolver si 
desecha, previene o admite.
En el supuesto de los artículos 15 y 20 de esta Ley deberá proveerse de inmediato.
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Ahora, en el caso, del escrito aclaratorio de demanda que se 

provee, se advierte que la parte quejosa reclama de las 

autoridades responsables, lo siguiente:

 La actuación omisa y las falencias en la operación, 
supervisión, coordinación y diseño institucional del 
Centro Federal de Readaptación Social Número 16 “CPS 
FEMENIL MORELOS” que, en su consideración, han 
impactado en la falta de atención médica, 
medicamentosa, psicológica y psiquiátrica, con 
perspectiva psicosocial, para las internas de dicho 
centro de reclusión.

Expresiones que, a juicio de este juzgador, implican que la 

parte quejosa pretende reclamar de las autoridades responsables, 

la actualización de distintas omisiones que se traducen, de 

manera específica, en la falta de atención médica, psicológica 
y psiquiátrica, con perspectiva psicosocial, para las quejosas 

internas en el Centro Federal de Readaptación Social Número 16 

“CPS FEMENIL MORELOS”.

Sin que pase inadvertido para este juzgado que, al precisar el 

acto reclamado en este juicio – en el escrito que se provee -, la 

parte quejosa inició con la expresión: “La omisión de garantizar el 

derecho a la vida, a la integridad y a la salud de las ahora 

quejosas…”; sin embargo, la citada manifestación corresponde, 

más bien, a la calificativa que la parte quejosa atribuye a las 

consecuencias producidas por los actos y omisiones reclamados 

(pero no a dichos actos y omisiones en particular), lo que, en todo 

caso, correspondería a un aspecto inherente al estudio de fondo 

del asunto, es decir, al análisis de constitucionalidad o 

inconstitucionalidad del acto reclamado, pero no a la fijación de 

este último; de ahí que el acto reclamado debe quedar fijado en 

los términos antes anotados.
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En esa línea de ideas, en consideración de quien resuelve, 

en el caso se actualiza la causa de improcedencia contenida en el 

artículo 61, fracción XX, de la Ley de Amparo, de texto siguiente:

“Artículo 61. El juicio de amparo es 
improcedente: 

[…]

XX. Contra actos de autoridades distintas de los 
tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, que 
deban ser revisados de oficio, conforme a las leyes 
que los rijan, o proceda contra ellos algún juicio, 
recurso o medio de defensa legal por virtud del cual 
puedan ser modificados, revocados o nulificados, 
siempre que conforme a las mismas leyes se 
suspendan los efectos de dichos actos de oficio o 
mediante la interposición del juicio, recurso o medio de 
defensa legal que haga valer el quejoso, con los 
mismos alcances que los que prevé esta Ley y sin 
exigir mayores requisitos que los que la misma 
consigna para conceder la suspensión definitiva, ni 
plazo mayor que el que establece para el otorgamiento 
de la suspensión provisional, independientemente de 
que el acto en sí mismo considerado sea o no 
susceptible de ser suspendido de acuerdo con esta 
Ley.

No existe obligación de agotar tales recursos o 
medios de defensa, si el acto reclamado carece de 
fundamentación, cuando sólo se aleguen violaciones 
directas a la Constitución o cuando el recurso o medio 
de defensa se encuentre previsto en un reglamento sin 
que la ley aplicable contemple su existencia.

Si en el informe justificado la autoridad 
responsable señala la fundamentación y motivación del 
acto reclamado, operará la excepción al principio de 
definitividad contenida en el párrafo anterior.”

Del citado precepto se sigue que el juicio de amparo es 

improcedente contra actos provenientes de autoridades distintas a 

los tribunales judiciales, administrativos o del trabajo que deban 

ser revisados de oficio o respecto de los cuales la ley ordinaria 
conceda algún juicio, recurso o medio de defensa por el cual 
el acto pueda ser modificado, revocado o nulificado. 
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A mayor claridad, el indicado precepto y fracción configuran 

lo que se conoce como el principio de definitividad que rige el 

juicio de amparo, respecto de actos provenientes de autoridades 

distintas a los órganos jurisdiccionales.

Además, es pertinente puntualizar que el principio de 

definitividad encuentra su justificación en el hecho de que el juicio 

de amparo es un medio de defensa extraordinario, por 

encontrarse directamente previsto en la Constitución Federal y por 

ser su objeto inmediato el control de la constitucionalidad de los 

actos de autoridad - y no el control de legalidad -, pues este último 

se encuentra reservado a los jueces o autoridades competentes 

que conocen de los procesos ordinarios.

Por tanto, con base en ese carácter extraordinario, la 

Constitución Federal y la Ley de Amparo previeron que el juicio 

constitucional – de amparo -, solo procederá una vez que se 
hayan agotado los juicios, recursos o medios ordinarios de 
defensa que la norma conceda para revocar, modificar o 

nulificar el acto que considera que le causa afectación a sus 

derechos; lo anterior, desde luego, con las excepciones que la 

propia Constitución Federal y la Ley de Amparo reconocen.

En ese sentido, la Primera Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación ha interpretado que del contenido de los 

artículos 1, 2, 3, 4, 5, 9, 10, 30, 107 a 115, 117, fracción I, 122 y 
131 a 135 de la Ley Nacional de Ejecución Penal, se advierte que 

el procedimiento de ejecución penal contiene un mecanismo de 

control denominado peticiones administrativas, a través del cual 

las personas privadas de su libertad pueden reclamar, sin 

mayores formalismos, ante la autoridad penitenciaria o el Juez 

respectivo, las omisiones inherentes a sus condiciones de 
internamiento que vulneran sus derechos. 

De tal suerte, el citado mecanismo de control constituye un 

verdadero procedimiento conformado de diversas etapas, pues 
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inicia con la presentación de una petición formulada por los 

internos ante la autoridad penitenciaria correspondiente, en donde 

pueden ofrecer pruebas o que la autoridad las recabe de oficio; 

además, en el caso de que el acto sea urgente puede ser 

suspendido de oficio y de inmediato por un Juez, o bien, que éste 

ordene las acciones positivas necesarias para que cese, en caso 

de constituir una omisión; e igualmente, se prevé la posibilidad de 

que las decisiones adoptadas por la autoridad penitenciaria 

relacionadas con la petición sean impugnadas a través de los 

recursos correspondientes. 

En tal virtud – indicó la Sala -, el citado mecanismo de 

control previsto en la Ley Nacional de Ejecución Penal constituye 

un medio de defensa sencillo, rápido y eficaz por medio del cual 
la persona privada de su libertad, puede reclamar omisiones 
inherentes a sus condiciones de internamiento, por lo que 

antes de acudir al juicio de amparo indirecto, debe agotarse dicho 

mecanismo y los medios de impugnación previstos en su contra 

por la ley referida.

El citado criterio se contiene en la jurisprudencia 1a./J. 

79/2018 (10a.), de la Primera Sala del Alto Tribunal, cuyos datos 

de localización, rubro y texto son:

Registro digital: 2018548 
Instancia: Primera Sala 
Décima Época 
Materias(s): Común, Penal 
Tesis: 1a./J. 79/2018 (10a.) 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. 
Libro 61, Diciembre de 2018, Tomo I, página 230 
Tipo: Jurisprudencia

“OMISIONES INHERENTES A LAS CONDICIONES DE 
INTERNAMIENTO. PARA RECLAMARLAS, LA PERSONA 
PRIVADA DE SU LIBERTAD DEBE AGOTAR EL 
MECANISMO DE CONTROL PREVISTO EN LA LEY 
NACIONAL DE EJECUCIÓN PENAL, ANTES DE ACUDIR 
AL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. Del contenido de los 
artículos 1, 2, 3, 4, 5, 9, 10, 30, 107 a 115, 117, fracción I, 122 
y 131 a 135 de la Ley Nacional de Ejecución Penal, se 
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advierte que el procedimiento de ejecución penal contiene un 
mecanismo de control denominado peticiones administrativas, 
a través del cual las personas privadas de su libertad pueden 
reclamar, sin mayores formalismos, ante la autoridad 
penitenciaria o el Juez respectivo, las omisiones inherentes a 
sus condiciones de internamiento que vulneran sus derechos. 
Ahora bien, este mecanismo de control constituye un 
verdadero procedimiento conformado de diversas etapas, 
pues inicia con la presentación de una petición formulada por 
los internos ante la autoridad penitenciaria correspondiente, en 
donde pueden ofrecer pruebas o que la autoridad las recabe 
de oficio; en el caso de que el acto sea urgente puede ser 
suspendido de oficio y de inmediato por un Juez, o bien, que 
éste ordene las acciones positivas necesarias para que cese, 
en caso de constituir una omisión; asimismo, se prevé la 
posibilidad de que las decisiones adoptadas por la autoridad 
penitenciaria relacionadas con la petición sean impugnadas a 
través de los recursos correspondientes. En esa virtud, el 
citado mecanismo de control previsto en la Ley Nacional de 
Ejecución Penal constituye un medio de defensa sencillo, 
rápido y eficaz por medio del cual la persona privada de su 
libertad, puede reclamar omisiones inherentes a sus 
condiciones de internamiento, por lo que antes de acudir al 
juicio de amparo indirecto, debe agotar dicho mecanismo y los 
medios de impugnación previstos en su contra por la ley 
referida. Por lo que, si el interno promueve la acción 
constitucional contra las omisiones inherentes a sus 
condiciones de internamiento, sin que previamente hubiera 
agotado el citado mecanismo de control, actualizará la causa 
de improcedencia del juicio prevista en el artículo 61, fracción 
XX, de la Ley de Amparo, en atención al principio de 
definitividad.”  

Además, en la ejecutoria relativa a la contradicción de tesis  

57/2018, que dio origen a la jurisprudencia de mérito, se advierte 

que la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

sostuvo que una condición de internamiento es cualquier medio 
u acto que garantice una vida digna y segura a la persona 
privada de su libertad dentro del centro de reinserción social, 
siendo, entre otros, el suministro de agua corriente y potable, los 

alimentos, la prestación de servicio médico o asistencia 
médica, ropa, colchones y ropa de cama, artículos de aseo 

personal y de limpieza, libros y útiles escolares, así como los 

instrumentos de trabajo y artículos para el deporte y la recreación, 

como se advierte de la transcripción siguiente:

“[…] III. El mecanismo de control establecido en la 
Ley Nacional de Ejecución para reclamar omisiones 
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relacionadas con las condiciones de internamiento de 
las personas privadas de su libertad.

105. En primer lugar, se explicará qué debe 
entenderse de acuerdo a la Ley Nacional de Ejecución 
Penal por condición de internamiento, en aras de generar 
certeza de cuáles son las “omisiones en sus condiciones de 
internamiento” que los quejosos privados de su libertad 
deben reclamar a las autoridades correspondientes a través 
del mecanismo de control establecido en la Ley Nacional de 
Ejecución Penal antes de acudir al juicio de amparo 
indirecto.

Una condición de internamiento es cualquier 
medio u acto que garantice una vida digna y segura a la 
persona privada de su libertad dentro del centro de 
reinserción social, siendo, entre otros, el suministro de 
agua corriente y potable, alimentos, prestación de servicio 
médico o asistencia médica, ropa, colchones y ropa de 
cama, artículos de aseo personal y de limpieza, libros y 
útiles escolares, así como los instrumentos de trabajo y 
artículos para el deporte y la recreación, conclusión a la que 
se conduce después de realizar una interpretación 
sistemática en la parte conducente de los artículos 3°, 
fracciones XVII y  XXV; 9, fracciones I, II, III, VI y VII; 10, 
fracciones II, IV y V; y 30 todos de la Ley Nacional de 
Ejecución Penal. […]”

Por su parte, el Pleno en Materia Penal del Tercer Circuito, 

emitió la jurisprudencia PC.III.P. J/18 P (10a.), cuyos datos de 

localización, rubro y contenido son: 

Registro digital: 2017822 
Instancia: Plenos de Circuito 
Décima Época 
Materias(s): Común, Penal 
Tesis: PC.III.P. J/18 P (10a.) 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. 
Libro 58, Septiembre de 2018, Tomo II, página 1701 
Tipo: Jurisprudencia

“PERSONAS PRIVADAS DE SU LIBERTAD. CUANDO 
RECLAMAN ACTOS RELACIONADOS CON LAS 
CONDICIONES DE SU INTERNAMIENTO, COMO LO ES LA 
FALTA O NEGATIVA DE ATENCIÓN MÉDICA ADECUADA, 
YA SEA URGENTE O NO, DEBEN AGOTAR EL 
PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE PETICIONES Y 
LOS MEDIOS DE IMPUGNACIÓN PREVISTOS EN LA LEY 
NACIONAL DE EJECUCIÓN PENAL, PREVIO A LA 
PROMOCIÓN DEL JUICIO DE AMPARO. Conforme a los 
artículos 1, 2, 9, 30, 34, 74, 76 a 78, 107 a 115 y 130 a 135 de 
la Ley Nacional de Ejecución Penal, las personas privadas de 
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su libertad, ya sea en prisión preventiva o en ejecución de 
penas, tienen a su alcance un procedimiento administrativo de 
peticiones, mediante el cual pueden hacer valer sus derechos 
atinentes a las condiciones de internamiento, entre las que se 
encuentran la falta o negativa de atención médica adecuada, 
ya sea urgente o no urgente. Adicionalmente, cuentan con un 
sistema de recursos de índole jurisdiccional, para el caso de 
que la respuesta que recaiga a su petición no satisfaga sus 
necesidades, incluso, contra la omisión de dar respuesta 
oportuna. Ante ese marco normativo ágil y eficaz, previo a 
promover el juicio de amparo indirecto deben agotarse el 
procedimiento administrativo de peticiones, así como los 
medios de impugnación previstos en la ley citada, en atención 
al principio de definitividad.” 

Del criterio transcrito, se advierte que el entonces Pleno en 

Materia Penal del Tercer Circuito abordó de forma específica el 

tema relativo a que cuando la parte quejosa reclame actos 

relacionados con las condiciones de internamiento, como lo son la 

falta o negativa de suministro de agua corriente y potable, o la 
falta de atención médica adecuada, sea urgente o no, debe 

agotarse el procedimiento administrativo de peticiones y los 

medios de impugnación previstos en la Ley Nacional de Ejecución 

Penal, previo a la promoción del juicio de amparo; criterio que, 

desde luego, armoniza con el diverso adoptado por la Primera 

Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Además, en el caso, cabe mencionar que la multicitada sala 

constitucional, en la contradicción de tesis 57/2018, se refirió a la 

jurisprudencia PC.III.P. J/18 P (10a.), sostenida por Pleno en 

Materia Penal del Tercer Circuito, en el sentido de que en la 

contradicción de tesis que dio origen a dicho criterio se analizaron 

las cuestiones relativas a las omisiones de atención médica y no 

había pronunciamiento en relación con las restantes condiciones 

de internamiento, como omisión de entrega de calzado, artículos 

de higiene, entre otros. 

Tal como se evidencia de la transcripción siguiente:

“[…] 57. Del mismo modo, tampoco se soslaya la 
existencia de la Jurisprudencia PC.III.P. J/18 P (10a.), del 
Pleno en Materia Penal del Tercer Circuito, Décima Época, 
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publicada el siete de septiembre de 2018, de rubro: 
“PERSONAS PRIVADAS DE SU LIBERTAD. CUANDO 
RECLAMAN ACTOS RELACIONADOS CON LAS 
CONDICIONES DE SU INTERNAMIENTO, COMO LO ES 
LA FALTA O NEGATIVA DE ATENCIÓN MÉDICA 
ADECUADA, YA SEA URGENTE O NO, DEBEN AGOTAR 
EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE PETICIONES 
Y LOS MEDIOS DE IMPUGNACIÓN PREVISTOS EN LA 
LEY NACIONAL DE EJECUCIÓN PENAL, PREVIO A LA 
PROMOCIÓN DEL JUICIO DE AMPARO”.

58. Sin embargo, para este supuesto en particular ello 
no conduce en declarar sin materia la presente 
contradicción respecto al Tercer Tribunal Colegiado en 
Materia Penal del Tercer Circuito, pues del contenido de la 
contradicción se aprecia que su análisis se focalizó a 
cuestiones de omisión en atención médica, no en sí a todas 
las de internamiento que establece la Ley Nacional de 
Ejecución Penal, como sería la omisión de entregar calzado 
deportivo o artículos de higiene personal como aconteció en 
otros de los casos examinados por los tribunales 
contendientes, por lo que el problema central aún subsistiría 
para dicho tribunal; y por el otro, porque el citado Pleno de 
Circuito no especificó cuál era la causa que se actualizaba 
en tales supuestos, subsistiendo el segundo problema a 
resolver en la presente contradicción de tesis. […]”

Cabe mencionar que el criterio contenido en la 

jurisprudencia PC.III.P. J/18 P (10a.), del Pleno en Materia Penal 

del Tercer Circuito fue objeto de diversas denuncias de 

contradicción de tesis de otros órganos jurisdiccionales del Poder 

Judicial de la Federación, entre ellos, el Segundo Tribunal 

Colegiado del Vigésimo Cuarto Circuito, que sostuvo que la 

negativa de brindar atención médica actualiza una hipótesis de 

excepción al principio de definitividad, y por tanto, ello hace 

procedente el juicio de amparo.

De tal suerte que el tribunal colegiado realizó la denuncia 

respectiva, la cual fue registrada por la Primera Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, como contradicción de 
tesis 265/2018, la que, en sesión de seis de marzo de dos mil 

diecinueve, fue declarada sin materia, bajo el argumento de que 

tal aspecto fue abordado al resolver la diversa contradicción 

57/2018 de la citada sala constitucional y a la que se ha hecho 

referencia en líneas precedentes.
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Mismo criterio sostuvo la aludida sala constitucional en las 

contradicciones de tesis 304/2018 y 319/2018.

De ahí que este juzgador se encuentra vinculado al 

contenido de las jurisprudencias señaladas previamente, en 

términos del artículo 217 de la Ley de Amparo.

Finalmente, para el caso, es pertinente traer a colación el 

contenido de los artículos 107, 108, 109, 110, 111,112, 113, 114 y 

115 de la citada Ley Nacional de Ejecución Penal que, a la letra, 

establecen:

“Artículo 107. Peticiones administrativas 
Las personas privadas de la libertad y aquellas legitimadas 
en esta Ley podrán formular peticiones administrativas ante 
la Autoridad Penitenciaria en contra de los hechos, actos u 
omisiones respecto de las condiciones de internamiento.” 

“Artículo 108. Legitimación 
Se reconoce legitimidad para formular las peticiones ante 
las direcciones de los Centros a: 
I. La persona privada de la libertad, a nombre propio o de 
manera colectiva; 
II. Los familiares hasta el cuarto grado de parentesco por 
consanguinidad de la persona privada de la libertad, su 
cónyuge, concubinario o pareja de hecho; 
III. Los visitantes; 

IV. Los defensores públicos o privados;
V. El Ministerio Público; 
VI. Cualquier autoridad, entidad, órgano u organismo 

de protección de los derechos humanos en el orden federal 
o de las entidades federativas, que tengan dentro de su 
mandato la protección de las personas privadas de la 
libertad o de grupos o individuos que se encuentren 
privados de la misma, y 

VII. Las organizaciones de la sociedad civil que 
tengan dentro de su objeto la protección de los derechos de 
las personas privadas de la libertad y que se encuentren 
debidamente acreditadas.” 

“Artículo 109. Sustanciación de las peticiones 
Las peticiones se sustanciarán conforme a las reglas 

establecidas en esta Ley, a fin de que la Autoridad 
Penitenciaria se pronuncie sobre si ha existido o no una 
afectación en las condiciones de vida digna y segura en 
reclusión para las personas privadas de la libertad o 
afectación a los derechos de terceras personas y, en su 
caso, la subsanación de dicha afectación. 
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Los solicitantes podrán desistir de su petición en 
cualquier momento, salvo que el tema planteado se refiera 
al interés general del Centro o de un sector de su población. 
El desistimiento no implica la pérdida del derecho a formular 
una petición sobre la misma materia con posterioridad.” 

“Artículo 110. Formulación de la petición 
Las peticiones administrativas se formularán por 

escrito sin formalidad alguna ante el director del Centro, 
para lo cual se podrá aportar la información que se 
considere pertinente, con el objeto de atender las 
condiciones de vida digna y segura en reclusión.

La autoridad administrativa del Centro auxiliará a las 
personas privadas de la libertad cuando lo soliciten para 
formular el escrito. 

En caso de que la petición sea formulada por persona 
distinta a la privada de la libertad, ésta deberá señalar 
nombre, domicilio, teléfono y, en su caso, correo 
electrónico, para que le sean practicadas las 
determinaciones respectivas.” 

“Artículo 111. Acuerdo de inicio 
Una vez recibida la petición, la Autoridad 

Penitenciaria, por escrito y dentro de las veinticuatro horas 
siguientes, admitirá la petición e iniciará el trámite del 
procedimiento, o bien, prevendrá en caso de ser confusa. 
Esta determinación deberá notificarse personalmente al 
promovente. 

En caso de prevención, el peticionario tendrá un plazo 
de setenta y dos horas a partir de su notificación para 
subsanarla. 

En caso de no hacerlo, la Autoridad Penitenciaria 
citará al promovente para que de manera personal y oral 
aclare su petición. Hecho lo anterior, se emitirá la resolución 
sobre el fondo de la cuestión planteada. En caso de no 
acudir a la citación, se tendrá por desechada la petición 
formulada.” 

“Artículo 112. Trámite del procedimiento Una vez 
admitida la petición, el director del Centro tendrá la 
obligación de allegarse por cualquier medio de la 
informaciónnecesaria, dentro del plazo señalado para 
resolver, considerando siempre la que, en su caso, hubiese 
aportado el peticionario, y con la finalidad de emitir una 
resolución que atienda de manera óptima la petición, en 
caso de que así procediera. 

La obligación de allegarse de información deberá 
estar acompañada de acciones diligentes a fin de no 
retrasar la resolución de la petición.” 

“Artículo 113. Acumulación de peticiones 
Las peticiones administrativas que tengan un mismo objeto, 
total o parcialmente, serán acumulables, cuando así 
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proceda, para ser resueltas en un solo acto conjuntamente, 
continuándose la substanciación por separado de la parte 
que no se hubiese acumulado.”

“Artículo 114. Resolución de peticiones 
administrativas.

El director del Centro estará obligado a resolver 
dentro de un término de cinco días contados a partir de la 
admisión de la petición y notificar al peticionario en un plazo 
no mayor a veinticuatro horas posteriores al dictado de la 
resolución.

Si la petición fue resuelta en sentido contrario a los 
intereses del peticionario, éste podrá formular controversia 
ante el Juez de Ejecución dentro de los diez días siguientes 
a la fecha de notificación de la referida resolución. Si los 
efectos del acto son continuos o permanentes, la 
controversia ante el Juez de Ejecución podrá plantearse en 
cualquier momento.

Si la petición no fuere resuelta dentro del término 
legal, el promovente podrá acudir ante el Juez de 
Ejecución competente y demandar esta omisión. Hecho 
lo anterior, el juez resolverá en un plazo no mayor a setenta 
y dos horas. En caso de ser procedente la acción, el juez 
requerirá a la Autoridad Penitenciaria que responda la 
petición formulada de fondo y en el plazo previsto en esta 
Ley y dará cuenta al inmediato superior jerárquico de la 
Autoridad Penitenciaria.

La Autoridad Penitenciaria le hará saber a la persona 
privada de la libertad el derecho que tiene a la interposición 
del presente recurso, dejando constancia por escrito.]”

“Artículo 115. Casos urgentes 
Cuando las peticiones recaigan sobre hechos, actos u 

omisiones respecto de las condiciones de internamiento 
que, de no atenderse de inmediato, quedaría sin materia la 
petición, constituyendo un caso urgente, la persona 
legitimada podrá acudir directamente ante el Juez de 
Ejecución para plantear su petición. 

En este caso, el Juez de Ejecución, de oficio, 
suspenderá de inmediato el hecho o acto que motivó la 
petición, así como los efectos que tuviere, hasta en tanto se 
resuelva en definitiva. Tratándose de omisiones, el Juez de 
Ejecución determinará las acciones a realizar por la 
Autoridad Penitenciaria. 

Cuando los jueces de ejecución reciban promociones 
que por su naturaleza no sean casos urgentes, las turnarán 
al centro para su tramitación, recabando registro de su 
entrega.”
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De los artículos en cita se advierte que las peticiones 

administrativas pueden ser presentadas por el interno, sus 

familiares o defensores e, incluso, por cualquier autoridad, 

entidad, órgano u organismo de protección de los derechos 

humanos en el orden federal o de las entidades federativas, que 

tengan dentro de su mandato la protección de las personas 

privadas de la libertad o de grupos o individuos que se encuentren 

privados de la misma, así como que ésta tiene por objeto que la 

autoridad penitenciaria declare si ha existido o no una afectación 

en las condiciones de vida digna y segura del interno, o bien, si 

existió afectación a los derechos de terceras personas y, en caso 
de existir, lograr subsanar dicha afectación. 

Asimismo, tal mecanismo de control establece dos 

modalidades, a saber, las peticiones no urgentes y las urgentes, 

cuyo trámite dependerá del carácter apremiante de la petición 

realizada.

Así, respecto a las peticiones administrativas no urgentes, 

el artículo 110 de la Ley Nacional de Ejecución Penal prevé que 

se formularán por escrito, sin formalidad alguna, ante el Director 

del Centro en donde se encuentre recluida la persona. 

Por su parte, los artículos 111, 112, 113 y 114 de la Ley 

Nacional de Ejecución Penal, establecen la forma en que deben 

de substanciarse, la cual es la siguiente:

1. Recibida la petición, la autoridad penitenciaria, dentro de las 

veinticuatro horas siguientes, la admitirá por escrito e 

iniciará el trámite del procedimiento; o bien, prevendrá en 

caso de ser confusa. Tal determinación debe notificarse de 

forma personal al promovente;

2. En caso de prevención, el peticionario tendrá un plazo de 

setenta y dos horas a partir de su notificación para 

subsanarla. De no hacerlo, la autoridad penitenciaria citará 

al promovente para que, de manera personal y verbal, 

aclare su petición. Hecho lo anterior, se emitirá la resolución 
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sobre el fondo de la cuestión planteada. En caso de no 

acudir a la citación, se tendrá por desechada la petición 

formulada;

3. Si la petición se admite, el Director del Centro tendrá la 

obligación de allegarse por cualquier medio de la 

información necesaria, dentro del plazo señalado para 

resolver, a saber cinco días. Con la finalidad de entender de 

manera óptima la petición, la autoridad deberá considerar la 

información que hubiese aportado el peticionario, siempre 

que ésta sea procedente. La obligación del director de 

allegarse de información deberá estar acompañada de 

acciones dirigentes a fin de no retrasar la resolución de la 

petición;

4. Si existe más de una petición con un mismo objeto, de 

manera parcial o total, éstas serán acumulables y se 

resolverán en un solo acto conjunto. La parte de la petición 

que no fue objeto de acumulación deberá continuar 

substanciándose por separado;

5. Si la petición no se resuelve en el plazo correspondiente los 

peticionarios estarán facultados para acudir ante el juez 

correspondiente a demandar la omisión. El juez resolverá 

en un plazo no mayor a setenta y dos horas. En caso de ser 

procedente la acción, requerirá a la autoridad penitenciaria 

para que responda la petición formulada de fondo y en el 

plazo previsto en la ley. También dará cuenta al superior 

jerárquico inmediato de dicha autoridad;

6. Si la persona que formuló la petición fue el interno, la 

autoridad penitenciara le hará saber que tiene derecho a la 

interposición del recurso ante el Juez de Control o Ejecución 

según corresponda (como se encuentra previsto en el 

artículo 117 de la Ley Nacional de Ejecución Penal). La 

autoridad debe dejar constancia por escrito que le hizo 

saber al interno de ese derecho;

7. La impugnación ante el juez se realizará dentro de los diez 

días siguientes a la fecha de notificación de la resolución 

respectiva, pero si los actos son continuos o permanentes, 
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la controversia ante el juez podrá plantearse en cualquier 

momento (se substanciará conforme a los artículos 120 a 

129 de la Ley Nacional de Ejecución Penal);

8. La citada controversia se sustanciará conforme a un sistema 

adversarial y oral; se regirá por los principios de 

contradicción, concentración, continuidad, inmediación y 

publicidad. En ésta, el interno siempre deberá contar con un 

defensor que lo represente y asista en las audiencias 

correspondientes, mientras que la autoridad administrativa -

como parte- podrá intervenir por conducto del titular de la 

Dirección del Centro o la persona que designe. El 

promovente podrá desistirse de la acción, siempre que 

dicho desistimiento no implique la renuncia a un derecho 

fundamental;

9. Del mismo modo, dicha controversia establece la posibilidad 

de que el interno interponga recurso de revocación contra 

las determinaciones de mero trámite que emita el juez, a fin 

de que éste examine de nueva cuenta su determinación y 

dicte la resolución que corresponda; y

10. Contra la resolución final emitida por el Juez de Control o de 

Ejecución en dicha controversia, procederá el recurso de 

apelación, el cual se interpondrá dentro de los tres días 

siguientes a la notificación de la resolución o auto que se 

impugne. De este recurso conocerá la alzada y su objetivo 

será que se revise la legalidad de la determinación 

impugnada, a fin de confirmarla, modificarla o revocarla 

(Conforme a los artículos 130 a 132, fracción VIII, de la Ley 

Nacional de Ejecución Penal).

Por otro lado, cuando las peticiones recaigan sobre casos 

urgentes que, por su carácter apremiante, deban ser atendidas 

de inmediato, el trámite de la petición se encuentra previsto en el 

artículo 115 de la Ley en cita, el cual es el siguiente:

a) El promovente de la petición acudirá directamente ante el 

juez para plantearle su petición;
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b) Hasta en tanto se resuelva la petición en definitiva, el Juez 

de oficio y de inmediato, si se trata de un acto positivo 

suspenderá el hecho o acto que motivó la petición, así como 

los efectos que tuviere. Tratándose de actos omisivos, el 

Juez determinará las acciones a realizar por la autoridad 

penitenciaria en aras de lograr que dicha omisión cese. De 

ser procedente la petición presentada el juez reparará la 

afectación;

c) Del mismo modo, tal petición establece la posibilidad de que 

el interno interponga recurso de revocación contra las 

determinaciones de mero trámite que emita el juez, a fin de 

que éste examine de nueva cuenta su determinación y dicte 

la resolución que corresponda (Como lo establece el 

artículo 130 de la Ley Nacional de Ejecución Penal);

d) Contra la resolución emitida por el juez, procederá el 

recurso de apelación, el cual se interpondrá dentro de los 

tres días siguientes a la notificación de la resolución o auto 

que se impugne. De este recurso conocerá la alzada y su 

objetivo será que se revise la legalidad de la determinación 

impugnada, a fin de confirmarla, modificarla o revocarla;

e) Si el juez determina que por la naturaleza de la promoción, 

ésta no constituye un caso urgente, redirigirá la petición al 

centro de reinserción correspondiente para su tramitación y 

la misma se seguirá conforme a lo establecido en párrafos 

que anteceden. El juez deberá recabar registro de la 

entrega al centro de reinserción. 

Expuesto el soporte normativo y jurisprudencial que se 

relaciona con el presente asunto, ahora corresponde explicar 

cómo es que en el caso se actualiza la causa de improcedencia 

citada.

En ese orden, como se apuntó con anterioridad, del 

contenido del escrito aclaratorio de demanda que se provee, en 

correlación con el escrito inicial de demanda, se advierte que la 

parte quejosa reclama de las autoridades responsables distintas 
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omisiones que se traducen, de manera específica, en la falta de 
atención médica, psicológica y psiquiátrica, con perspectiva 
psicosocial, para las quejosas que se encuentran internas en el 

Centro Federal de Readaptación Social Número 16 “CPS 

FEMENIL MORELOS”.

En ese sentido, se advierte que los actos que reclama la 

parte quejosa se traducen necesaria e ineludiblemente en 

aspectos relacionados con la condición de internamiento de 
las promoventes de amparo privadas de su libertad.

De manera que, conforme a lo hasta aquí expuesto, es 

dable considerar que las omisiones sustancialmente reclamadas 

por la parte quejosa son impugnables a través del mecanismo de 

control previsto en los artículos 1, 2, 3, 4, 5, 9, 10, 30, 107 a 115, 
117, fracción I, 122 y 131 a 135 de la Ley Nacional de Ejecución 

Penal (según sea el caso), pues como se dijo, tales mecanismos 

cumplen con todas las características de un medio de defensa 

sencillo, rápido y eficaz, a través del cual las y los internos e 
incluso, autoridades federales que tengan como atribución la 

protección de las personas privadas de la libertad o de grupos o 

individuos que se encuentren privados de la misma, se 
encuentran facultados para reclamar, sin mayores 
formalismos, ante la autoridad penitenciaria o el juez 
respectivo, actos u omisiones vinculadas con las condiciones 
de internamiento de las personas privadas de la libertad, 
entre lo que, desde luego, se encuentra la correcta atención 
médica que debe proporcionárseles (incluyendo la atención 
atinente a su salud mental), como medios y acciones 
tendentes a garantizar una vida digna y segura a la persona 
privada de su libertad dentro del centro de reinserción social.

Es así porque, como se estableció, dicha Ley Nacional de 

Ejecución Penal prevé un mecanismo de control que otorga la 

posibilidad de formular peticiones administrativas -medio de 

defensa sencillo, rápido y eficaz-, a través del cual los internos e, 
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incluso, diversas instancias públicas federales (como es la propia 

Secretaría Técnica de Combate a la Tortura, Tratos Crueles e 

Inhumanos), pueden reclamar, sin mayores formalismos, ante la 

autoridad penitenciaria o el juez respectivo, las omisiones 

inherentes a sus condiciones de internamiento, razón por la cual 

resulta imperativo agotar ese procedimiento, previo a acudir al 

juicio de amparo.

Lo anterior, máxime que las omisiones de brindar atención 
médica a las personas privadas de su libertad, incluyendo la 

atinente a su salud mental (psicológica o psiquiátrica), sin 
perjuicio de la importancia que reviste, no constituyen, per se, 

violaciones directas a la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, sino, en todo caso, vulneraciones indirectas a 

los derechos a la salud y de petición, susceptibles de tutelarse y 

resolverse por las autoridades ordinarias, dado que las alegadas 

transgresiones tienen relación directa con la obligación 
ordinaria de las autoridades penitenciarias de tutelar los 
derechos humanos de las personas internas en el centro de 
reinserción social en que se halla, mediante la administración 

penitenciaria y el servicio médico y, en general, de las medidas 

pertinentes para garantizar la vida digna de aquél en ese lugar, 

para lo cual, la Ley Nacional de Ejecución Penal prevé en sus 

artículos 1, 2, 3, 4, 5, 9, 10, 30, 107 a 115, 117, fracción I, 122 y 

131 a 135, el procedimiento ordinario por el que las autoridades 

penitenciarias y judiciales deben atender y resolver sobre la 

negativa a tutelar esas prerrogativas.

De ahí que si en el caso no obra constancia o manifestación 

de la que se advierta que las promoventes de amparo agotaron el 

mecanismo de control legal (regulado en la Ley Nacional de 

Ejecución Penal), para reparar la violación a los derechos de las 

personas privadas de su libertad con motivo de las condiciones 
de su internamiento, previo a acudir al juicio de amparo, debe 
concluirse que el juicio constitucional resulta improcedente 
en los términos planteados, en atención a la naturaleza de los 

A
ldo Salazar V

illanueva
70.6a.66.20.63.6a.66.32.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.0d.6c
15/05/26 18:00:00

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



19

Amparo 
indirecto

1674/2023

actos reclamados y en observancia del principio de 
definitividad que rige el juicio de amparo (antes explicado).

Sirve de apoyo a lo anterior la tesis aislada cuyos datos de 

localización, rubro y contenido son:

Registro digital: 2024545 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Undécima Época 
Materias(s): Común, Penal 
Tesis: XI.P.2 P (11a.) 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. 
Libro 13, Mayo de 2022, Tomo V, página 4689 
Tipo: Aislada

“OMISIONES INHERENTES A LAS CONDICIONES DE 
INTERNAMIENTO DE LAS PERSONAS PRIVADAS DE LA 
LIBERTAD EN UN CENTRO DE RECLUSIÓN. CUANDO EN 
EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO SE RECLAMEN LAS 
RELACIONADAS CON LA PRESTACIÓN DE ASISTENCIA 
MÉDICA, INCLUSO DE CARÁCTER URGENTE, SIN HABER 
AGOTADO PREVIAMENTE EL MECANISMO DE CONTROL 
PREVISTO EN LA LEY NACIONAL DE EJECUCIÓN PENAL, 
SE ACTUALIZA DE MANERA MANIFIESTA E INDUDABLE 
LA CAUSAL DE IMPROCEDENCIA PREVISTA EN LA 
FRACCIÓN XX DEL ARTÍCULO 61 DE LA LEY DE 
AMPARO, RELATIVA AL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD 
[INTERRUPCIÓN DE LA TESIS DE JURISPRUDENCIA XI.P. 
J/8 P (10a.)]. Hechos: Varias personas privadas de la libertad 
en un centro de reclusión promovieron juicio de amparo 
indirecto contra la omisión de las autoridades 
penitenciarias de brindarles atención médica general y 
especializada y tratamiento para atender sus 
padecimientos. La autoridad de amparo desechó de plano la 
demanda, al encontrar actualizada de manera manifiesta e 
indudable, la causa de improcedencia prevista en el artículo 
61, fracción XX, de la Ley de Amparo. Criterio jurídico: Este 
Tribunal Colegiado de Circuito determina que las personas 
privadas de la libertad en un centro de reclusión, 
previamente a controvertir en el juicio de amparo indirecto 
la omisión de las autoridades penitenciarias de brindar 
atención médica y, en su caso, el tratamiento respectivo, 
sean de carácter urgente o no, deben agotar el mecanismo 
de control previsto en los artículos 107 a 115 de la Ley 
Nacional de Ejecución Penal, al tratarse de una cuestión 
relacionada con condiciones de internamiento, ya que de 
no hacerlo se actualiza de manera manifiesta e indudable la 
causa de improcedencia prevista en la fracción XX del artículo 
61 de la Ley de Amparo, relativa al principio de definitividad. 
Justificación: La Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, al resolver la contradicción de tesis 
57/2018, de la que emanó la tesis de jurisprudencia 1a./J. 
79/2018 (10a.), de título y subtítulo: "OMISIONES 
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INHERENTES A LAS CONDICIONES DE INTERNAMIENTO. 
PARA RECLAMARLAS, LA PERSONA PRIVADA DE SU 
LIBERTAD DEBE AGOTAR EL MECANISMO DE CONTROL 
PREVISTO EN LA LEY NACIONAL DE EJECUCIÓN PENAL, 
ANTES DE ACUDIR AL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO.", y 
las diversas contradicciones de tesis 304/2018 y 35/2021 
estableció, en esencia, que la Ley Nacional de Ejecución 
Penal contiene un mecanismo de control denominado 
"peticiones administrativas", a través del cual las 
personas privadas de la libertad pueden ver satisfechas 
sus pretensiones inherentes a las condiciones de 
internamiento, incluidas las omisiones que tienen que ver 
con la prestación de atención médica de carácter urgente, 
pues existe la posibilidad de que ésta sea suspendida de 
manera oficiosa por un Juez, según prevé la propia 
legislación. Por tanto, es necesario que las personas privadas 
de la libertad en un centro de reclusión, previamente a acudir 
al juicio de amparo a reclamar la omisión de brindar atención 
médica y, en su caso, el tratamiento respectivo, sean de 
carácter urgente o no, agoten el mecanismo de control 
previsto en la citada ley nacional, al tratarse de una cuestión 
relacionada con condiciones de internamiento; de manera que 
al no hacerlo así, se configura de manera manifiesta e 
indudable la causa de improcedencia prevista en la fracción 
XX del artículo 61 de la ley de la materia, relativa a agotar el 
principio de definitividad. En razón de lo anterior, este Tribunal 
Colegiado de Circuito interrumpe la tesis de jurisprudencia 
XI.P. J/8 P (10a.), de título y subtítulo: "OMISIONES 
INHERENTES A CUESTIONES DE INTERNAMIENTO 
RELACIONADAS CON LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO 
MÉDICO O ASISTENCIA MÉDICA. A EFECTO DE QUE EL 
JUEZ DE DISTRITO ESTÉ EN CONDICIONES DE DECIDIR 
SI ADMITE O DESECHA LA DEMANDA DE AMPARO, DEBE 
REALIZAR UN JUICIO VALORATIVO DE LAS 
MANIFESTACIONES VERTIDAS POR EL QUEJOSO."

Así como la jurisprudencia cuyos datos de localización, 

rubro y texto son:

Registro digital: 2024692 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito
Undécima Época 
Materias(s): Común, Penal 
Tesis: II.2o.P. J/2 P (11a.) 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. 
Libro 13, Mayo de 2022, Tomo IV, página 4261 
Tipo: Jurisprudencia 

“CONDICIONES DE RECLUSIÓN DE LOS DETENIDOS. 
PREVIO A PROMOVER EL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO CONTRA CUESTIONES INHERENTES A 
ÉSTAS, DEBE AGOTARSE EL MECANISMO DE CONTROL 
PREVISTO EN LA LEY NACIONAL DE EJECUCIÓN PENAL, 
AUN CUANDO SE ALEGUEN VIOLACIONES DIRECTAS A 
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LA CONSTITUCIÓN GENERAL. Hechos: El quejoso 
promovió juicio de amparo indirecto contra la falta de atención 
médica y la omisión de atender una solicitud de copias de su 
expediente carcelario (omisiones inherentes a sus condiciones 
de detención), atribuidas a las autoridades penitenciarias del 
centro de reinserción social en que se encuentra, alegando 
violación directa a los artículos 4o., 8o. y 22 constitucionales. 
El Juez de Distrito desechó la demanda, con fundamento en la 
fracción XX del artículo 61 de la Ley de Amparo, en virtud de 
que el quejoso no agotó previamente el principio de 
definitividad. Inconforme con la decisión, éste interpuso 
recurso de queja. Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado 
de Circuito abandona el criterio sustentado al resolver el 
amparo en revisión 118/2020 y el recurso de queja 126/2020, 
en sesiones de 26 de enero de 2021 y 12 de noviembre de 
2020, respectivamente, y determina que el juicio de amparo 
indirecto promovido contra las cuestiones inherentes a las 
condiciones de reclusión es improcedente, si previamente no 
se agota el mecanismo de control previsto en la Ley Nacional 
de Ejecución Penal, aun cuando se aleguen violaciones 
directas a la Constitución General. Justificación: Ello es así, 
porque la omisión de brindar atención médica y de atender 
una solicitud no constituyen, per se, violaciones directas 
a la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos sino, en todo caso, vulneraciones indirectas a 
los derechos a la salud y de petición, susceptibles de 
tutelarse y resolverse por las autoridades ordinarias. Lo 
anterior, pues las alegadas transgresiones tienen relación 
directa con la obligación ordinaria de las autoridades 
penitenciarias de tutelar los derechos humanos del 
inconforme en el centro de reinserción social en que se 
halla, mediante la administración penitenciaria y el 
servicio médico y, en general, de las medidas pertinentes 
para garantizar la vida digna de aquél en ese lugar, para lo 
cual, la Ley Nacional de Ejecución Penal prevé en sus 
artículos 1, 2, 3, 4, 5, 9, 10, 30, 107 a 115, 117, fracción I, 
122 y 131 a 135, el procedimiento ordinario por el que las 
autoridades penitenciarias y judiciales deben atender y 
resolver sobre la negativa a tutelar esas prerrogativas. 
Esta interpretación es acorde con las reformas a los artículos 
18, 21 y 73, fracción XXI, constitucionales, publicadas en el 
Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008 que, en 
su conjunto, implementaron un modelo penitenciario de 
reinserción social, el control judicial de las cuestiones 
inherentes a las condiciones de reclusión y la creación de 
Jueces de Ejecución, cuya función es, entre otras, ejercer un 
efectivo control de legalidad de los actos de las autoridades 
penitenciarias y velar por los derechos de las personas 
privadas de la libertad, previo a su control constitucional; con 
lo cual, adquiere sentido uno de los objetivos para los que fue 
expedida la citada ley nacional, esto es, la implementación de 
mecanismos eficientes, rápidos y sencillos, a cargo de los 
Jueces mencionados, para la protección de las prerrogativas 
de los sentenciados y procesados que se hallan en centros de 
reinserción social. Por tanto, si en la actualidad existe un 
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mecanismo sencillo, rápido y eficaz, a través del cual los 
detenidos pueden reclamar, sin mayores formalismos, los 
aspectos vinculados con esas condiciones, se impone la 
obligación de agotarlo antes de acudir al juicio de amparo 
indirecto.”

De ahí que, al actualizarse la causa de improcedencia 

prevista en el artículo 61, fracción XX de la Ley de Amparo, con 

fundamento en el artículo 113 de la Ley de Amparo, se desecha 
la demanda de amparo promovida por ***** ** ****** ****** 
Secretaria Técnica de Combate a la Tortura, Tratos Crueles e 
Inhumanos de la Dirección General del Instituto Federal de 
Defensoría Pública y defensora de las quejosas privadas de 
su libertad [1] ****** *** ***** ***** ********* [2] *** ***** 
******  ********* [3]  *******  ********  ********** [4]  ****** 
********  ********  ******* [5]  ******  ****  ******** [6] 
*******  ******  ********  ******** [7]  *********  *****  ****** 
[8] ***** ******** ***** ******* *** ***** ******* ***** 
******** [9]  *****  ******  *******  *******  ***  *****  ***** 
******** [10]  *****  ********  ******  ********* [11]  ******** 
******  *******  ***** [12]  *****  ********  ******  ******  *** 
***** ******** ****** ******* [13] ***** ******** ***** ****** 
[14]  ********  *********  ******  ****** [15]  ******  ********* 
******* ******** [16] ********** ********* ******* [17] **** 
***** ******* ******* [18] ***** ******* ***** ********** [19] 
****** ******** ****** *** ****** ****** ****** *** ******* 

***  *******  *****  ***  *****  ***  *****  ****** [20]  ***** 
*********** [21]  *****  *****  ********  ******  ***  ****** 
*******  ********** [22]  ******  ********  ******** [23]  ***** 
****  ******  ******* [24]  *****  **  *****  *****  ******* [25] 
*****  *****  ********  ****** [26]  *****  *********  ***** 
******* [27]  ******  ******  *****  ******* [28]  *******  ******** 
********* [29]  ********  ****  ******** [30]  ****  *******  **  ** 
*****  ****** [31]  *****  *****  *********  ******** [32] 
******** ******* ****** [33] ***** ******* ******** ********* 
[34]  *****  ******  *****  ******  ***  *****  ******  ****** 
******* [35]  ******  *********  ****** [36]  ******  ****  ***** 
[37] ****** ***** ***** *** ***** ***** ****** [38] ******* 
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***  ******  *********  ******* [39]  ******  ******  ******* 
[40] ******** ********* ****** ****** [41] ******* ******** * 
[42] ******* ****** *********,

HABILITACIÓN PARA NOTIFICACIONES EN DÍAS Y 
HORAS INHÁBILES

Con fundamento en el artículo 21 de la Ley de Amparo se 

habilitan días y horas inhábiles al actuario de la adscripción, para 

la práctica de todas y cada una de las notificaciones que se 

ordenen en el presente expediente, aún las de carácter personal.

HABILITACIÓN A LOS ACTUARIOS PARA EFECTUAR 
NOTIFICACIONES POR MEDIO DE LISTA

En ese mismo sentido, en aras de una administración de 

justicia pronta y expedita como lo ordena el artículo 17 de la 

Constitución General de la República, y de manera adicional a lo 

estatuido en el numeral 27 de la Ley de la Materia, desde este 

momento se faculta al actuario de la adscripción, para que en el 

supuesto de que en este juicio de amparo se ordene una 

notificación personal y se presente alguna imposibilidad para 

practicarla, como enunciativa más no limitativamente se precisa: 

no conozcan a la persona buscada o esté desocupado el inmueble 

designado, dicha notificación se efectúe (previa razón asentada 

como soporte), por medio de la lista que se fija en los estrados de 

este Juzgado Federal; en la inteligencia de que, dicho medio de 

publicidad será el lugar donde se practiquen las subsecuentes 

notificaciones, hasta en tanto la parte interesada señale un nuevo 

inmueble para tal efecto.

EXHORTACIÓN PARA TRAMITAR ASUNTO “EN LÍNEA”

De conformidad con el artículo 22, fracciones I y II, del 

Acuerdo General 21/2020 del Pleno del Consejo de la Judicatura 

Federal, se exhorta a las partes a que, de ser posible, continúen la 
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tramitación del presente mediante el esquema de juicio en línea. 

Asimismo, se les conmina para que propongan formas 

especiales y expeditas de contacto, como correo electrónico, 

teléfono o servicios de mensajería instantánea, a través de los 

cuales se puedan entablar comunicaciones no procesales.

En este sentido, se hace del conocimiento que, de ser 

necesario, las comunicaciones no procesales que se realicen, a 

criterio del órgano jurisdiccional, podrán incorporarse al 

expediente previa certificación correspondiente, para los efectos 

legales conducentes.

Notifíquese y personalmente a la parte quejosa.

Así lo proveyó y firma Salvador Flores Martínez, Juez 

Sexto de Distrito en el Estado de Morelos, ante el Secretario Aldo 
Salazar Villanueva, quien autoriza y da fe. Doy Fe.

ASV/Herrera*

Oficios 
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